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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 348/2024/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO.
MAGISTRADO:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, diez de septiembre de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 348/2024/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el veinticinco de marzo de dos mil veinticuatro, **********, compareció a demandar la resolución dictada el diecinueve de octubre de dos mil veintitrés por el Director General de Gobernación, mediante la cual se resuelve la orden de visita, inspección, vigilancia y verificación, así como el acta circunstanciada de inspección, vigilancia y verificación, ambas de número SGG/DGG-SA-OI-02-1110-2023 y se impone una multa de 30 Unidades de Medida y Actualización.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El veintinueve de abril de dos mil veinticuatro se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 11:00 once horas del veinte de junio de dos mil veinticuatro, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta con el oficio presentado por la autoridad demandada en el que vertía los alegatos que a su parte correspondían haciéndose constar que la actora no formuló alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XII, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal, particularmente porque se reclama la imposición de una multa por infracción a las normas administrativas estatales.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

De la lectura integral de la demanda, se advierte que lo que reclama la actora es la resolución dictada el diecinueve de octubre de dos mil veintitrés por el Director General de Gobernación, mediante la cual se resuelve la orden de visita, inspección, vigilancia y verificación, así como el acta circunstanciada de inspección, vigilancia y verificación, ambas de número SGG/DGG-SA-OI-02-1110-2023 y se impone una multa de 30 Unidades de Medida y Actualización; acto que quedó acreditado con la documental que fue exhibida por la parte actora, visibles en foja 17 a 20 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de las resoluciones enunciadas en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación 
	Notificación surtió efectos

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	19 de octubre de 2023
	02 de marzo de 2024
	04 de marzo de 2024
	05 de marzo al 19 de abril de 2024

	25 de marzo de 2024


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En lo que respecta a **********, la personalidad e interés jurídico de la misma no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que acompaña la resolución dictada el diecinueve de octubre de dos mil veintitrés por el Director General de Gobernación, mediante la cual se resuelve la orden de visita, inspección, vigilancia y verificación, así como el acta circunstanciada de inspección, vigilancia y verificación, ambas de número SGG/DGG-SA-OI-02-1110-2023 y se impone una multa de 30 Unidades de Medida y Actualización, la cual se encuentra a nombre del inconforme, de ahí su legitimación e interés para intervenir en el presente asunto.
En otro orden, la autoridad que compareció en representación de la enjuiciada justificó su personalidad y legitimación, ello conforme al documento relativo al nombramiento correspondiente, el que consta a foja 40 del presente sumario, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Estudio. A juicio de esta Primera Sala Unitaria, los conceptos de impugnación vertidos por el inconforme que se deducen de su causa de pedir según las manifestaciones vertidas a fojas 02 frente a la 05 vuelta, resultan infundado en una parte pero fundado en otra.

A efecto de delimitar los conceptos de impugnación, esta Sala atiende a las manifestaciones vertidas por el accionante en su escrito inicial de demanda sin que sea obligado que los agravios se contengan en apartado específico de dicha demanda, pues priva la obligación de realizar un estudio integral de la demanda a fin de establecer la causa de pedir.

Cobra aplicación a lo anterior el criterio jurisprudencial de rubro y texto siguientes:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”

Señala el accionante en el apartado denominado incompetencia de la autoridad administrativa la falta de facultades de la autoridad demandada, ya que dice que si conforme a lo previsto en los artículos 8º y 11 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, corresponde a los Ayuntamientos expedir, refrendar, y autorizar los cambios de domicilio, de las licencias de bebidas alcohólicas de baja graduación, cuando el titular reúna los requisitos que se establecen para tales casos en dicha Ley dado que si bien la facultad de expedición de licencias para la venta, distribución, consumo o suministro de bebidas alcohólicas corresponde al Poder Ejecutivo del Estado; y que solo los ayuntamientos podrán expedir estas licencias, previo convenio que celebren con el Ejecutivo del Estado, siempre y cuando se trate de establecimientos cuyo giro mercantil sea la venta de bebidas alcohólicas hasta de media graduación.

Sostiene además el accionante, que dado que cuenta con un permiso anual municipal para la venta, suministro o distribución de cerveza (baja graduación), la cual le fue otorgada por el Municipio de Ciudad del Maíz, San Luis Potosí, es a éste a quien le corresponde vigilar el cumplimiento derivado de los permisos de la venta de cerveza y no a la Dirección General de Gobernación.
El motivo de impugnación reseñado deviene infundado en la medida que en el presente juicio obra la resolución determinante de la multa impugnada – visible en foja 17 a 20 de autos-, de cuyo análisis se desprende que en dicho acto administrativo se hace constar en su texto, las disposiciones legales que otorgan competencia a la autoridad emisora y de donde se desarrollan sus atribuciones para emitir el acto que se reclama en este juicio.

En efecto, en la resolución impugnada se hace constar en los Considerandos 1 y 2 de la misma, lo relativo a las disposiciones que facultan al Director General de Gobernación del Estado para emitir las referidas resoluciones sancionatorias, en los que se encuentran las siguientes: 

“1.- Con fundamento en el artículo 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 80 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1, 2, 3, 18, 31 y 32 de la Ley Orgánica de la Administración Pública, 1 y 37 fracciones V, VI, VII, VIII y IX del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 1°, 2°, 6, fracción I, 7, fracción V, 35 y 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí; y 196, 197 y 198 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí (…)”

2.- Luego entonces esta Dirección General de Gobernación es competente para aplicar la Ley de Bebidas Alcohólicas, ejecutar y llevar a cabo las acciones de vigilancia e inspección para los establecimientos que dentro de su actividad mercantil manejen la venta, el consumo y/o suministro de bebidas alcohólicas, así como el aplicar sanciones que correspondan, a quienes transgredan las disposiciones contempladas en la ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, todo ello con fundamento en los artículos 1, 3, 5 fracción I, 7 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI y XII, 20, 32 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI  y  XVII, 33, 35, 36, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57  y  58; además los artículos 1°, 196, 197, 198, 199, 200 y 201 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 1° y 24 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, 1°, 13 fracciones XV, XVI, XVII y XVIII del Reglamento Interior de la Secretaria General de Gobierno.”

Ahora, las disposiciones citadas por la autoridad enjuiciada, en la parte que interesa disponen:

LEY DE BEBIDAS ALCOHOLICAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

“ARTÍCULO 6º. Las autoridades a las que se refiere el artículo 5º de esta Ley, en el ámbito de su competencia, deberán llevar a cabo las siguientes acciones en materia de prevención:

I. Desarrollar estrategias, programas anuales preventivos y campañas permanentes de difusión e información en materia de combate al abuso en el consumo del alcohol, orientadas a desincentivar el consumo e informando de las consecuencias negativas en la salud de la persona, en la vida familiar, y en la social; 

…”

“ARTÍCULO 7º. Corresponde al Ejecutivo del Estado, a través de sus dependencias competentes:

…

V. Llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos señalados en el artículo 10 de esta Ley;

…”

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO
Artículo 37. La persona titular de la Dirección General de Gobernación tendrá las siguientes facultades:
…

V. Ejecutar las disposiciones legales en materia de venta, distribución, consumo, almacenamiento, producción y suministro de bebidas alcohólicas en el Estado; así como prevenir y combatir el abuso en el consumo;

VI. Coordinar acciones con las autoridades competentes para la observancia de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, y demás normatividad aplicable.

VII. Inspeccionar, verificar y vigilar los datos y documentos de establecimientos y locales dedicados a la venta, distribución, consumo, almacenamiento, producción y suministro de bebidas alcohólicas y en su caso, aplicar las sanciones o medidas de seguridad correspondientes por violaciones a la Ley de la materia;

VIII. Llevar un control cuantitativo y zonificado de las licencias que se expidan para la venta, distribución, consumo, almacenamiento, producción y suministro de bebidas alcohólicas, con el fin de evitar la proliferación desmedida de los establecimientos;
…”

Conforme a los preceptos transcritos, se desprende que la Dirección General de Gobernación está facultada, entre otras cosas, para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de producción, almacenamiento, porteo, distribución, venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad; así como para inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia, para lo cual estará apoyado por los cuerpos de seguridad del Estado.

Con base en los elementos anteriores, esta Sala Unitaria crea convicción de que la resolución impugnada en una primera aproximación, cumple con el requisito de la debida fundamentación de la competencia de la autoridad previsto por el artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que para fundar la competencia material y territorial del funcionario emisor de la resolución impugnada, se citó el artículo 37 fracciones V, VI, VII y VIII del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno, en relación con el diverso 7° fracción V, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, conforme a los cuales, se dispone que la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, tiene la facultad para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, tal como lo es la aplicación de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, donde se prevé, que el titular del Poder Ejecutivo del Estado, a través de sus dependencias, tiene competencia para llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos de mérito; asimismo para inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades.

En ese tenor, a consideración de esta Sala Juzgadora la resolución impugnada, se encuentra debidamente fundada y motivada en cuanto a la competencia del Director General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, toda vez que a través de dicho acto se impuso un multa como sanción a la hoy parte actora respecto del establecimiento de su propiedad, facultad que se encuentra prevista en los preceptos legales antes citados, y en los que además, se precisa que ejercerá tal atribución para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, es decir, en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.

Sin que sea óbice a lo anterior, el hecho de que la autorización para el ejercicio de la actividad comercial relativa a la venta de cerveza que realiza el accionante, provenga de una autoridad municipal, y que en tal sentido, solo a ese ente municipal correspondan en exclusiva las atribuciones de inspección y sanción, pues cierto es que la autoridad demandada no emitió la licencia de mérito, pues las manifestaciones expuestas, a consideración de esta Sala Juzgadora devienen inoperantes, ya que la actora parte de una premisa falsa, consistente en que la autoridad demandada para establecer su competencia para emitir las resoluciones determinantes de las multas impugnadas, además de los preceptos que se analizaron con anterioridad y que sirvieron de fundamento a los actos cuestionados, debía establecer por qué le resultaba la competencia para realizar inspecciones dentro de los municipios y/o sancionar al establecimiento de trato; pues como se dilucidó en párrafos precedentes, la autoridad demandada cumplió con la garantía de fundamentación de la competencia de los actos de autoridad, consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Es aplicable en la especie, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización son los siguientes:

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.”

En otro orden, aduce el accionante que se vulneró su derecho a ser escuchado y que se le diera respuesta al escrito que se entregó a la Dirección de Gobernación, derivado del levantamiento del acta de inspección de treinta de noviembre de dos mil veintitrés, pues en dicha acta se le dieron cinco días para que se pusiera al corriente en el pago del refrendo y hiciera las manifestaciones, lo cual hizo pero que en la resolución en donde se le impuso una multa nada se dijo del escrito por el que compareció a dar las razones del porque no cubrió a tiempo el pago del refrendo en las oficinas de la Tesorería Municipal de Ciudad del Maíz, San Luis Potosí.

Insiste el accionante en señalar que cumplió con el pazo de cinco días que le otorgaron, ya que por escrito se dirigió a la Dirección General de Gobernación, en donde expuso sus alegatos y exhibió el pago del refrendo del permiso de venta de cerveza en su establecimiento, de manera que la autoridad dejó de valorar la prueba en cita, por lo que lo procedente es anular la resolución que se demanda.  
Como fue anticipado, por lo que hace al concepto de impugnación reseñado, resulta fundado y suficiente, para decretar la nulidad del acto impugnado.

Lo anterior así se determina, toda vez que se advierte que el acto impugnado, adolece de una congruencia externa, ya que se aprecia que la autoridad demandada es omisa en motivar y fundar la resolución que emitió el diecinueve de octubre de dos mil veintitrés, así como en atender de manera congruente y exhaustiva la comparecencia que por escrito atendió el aquí accionante según la constancia visible de la foja 13 a 15 de autos, al señalar de forma expresa en la resolución impugnada, concretamente en el Considerando identificado bajo el ordinal 6, que el establecimiento visitado no presentó escrito o documento alguno  en vía de alegatos en defensa de sus intereses, lo cual es incorrecto, en la medida que consta escrito de tres de octubre de dos mil veintitrés, signado por el aquí actor, en el que compareció a expresar sus manifestaciones respecto del levantamiento del acta de inspección de treinta de septiembre de dos mil veintitrés, de donde la decisión sancionatoria soslayo el análisis integral de las probanzas que fueron ofrecidas por el hoy actor en ese procedimiento de inspección, lo que conlleva una incongruencia externa por deficiencia en el estudio del punto litigioso que le fue sometido a esa autoridad; lo que genera que la resolución que se impugna se dictó sin la debida fundamentación y motivación a lo solicitado por el accionante, los cuales están concatenadas con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, y hacer una valoración de las pruebas aportadas en el procedimiento, lo que se traduce en una violación al artículo 14, 16 párrafo primero y 17 de nuestra Carta Magna, en contravención de los elementos y requisitos del acto administrativo que se establecen en los numerales 164 fracciones V y VI y 165 fracciones II y III del Código Procesal Administrativo, que a la letra dicen: 

“Artículo 164. Son elementos del acto administrativo:

…

V.  Estar fundado y motivado;

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

…”

“Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo:

…

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.

…”

En efecto, se tiene que la autoridad demandada al emitir el acto impugnado, omite atender la exigencia de fundamentación y motivación concatenada con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea el peticionario, pues la  congruencia, es un principio normativo que delimita el contenido de las resoluciones judiciales o administrativas que deben pronunciarse, de acuerdo con el sentido y alcance de las peticiones formuladas por las partes; conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide. 

Así como se advierte que es omisa en pronunciarse y valorar las pruebas que ofreció el hoy actor como parte de sus alegatos respecto del levantamiento del acta de inspección de treinta de septiembre de dos mil veintitrés, relativas al Documental publica consistente en la copia  del permiso anual municipal para la venta, suministro o distribución de cerveza así como la copia de la factura de tres de octubre de dos mil veintitrés, que ampara el pago de refrendo de permiso anual municipal para la venta de cerveza año 2023; probanzas que en unión de las manifestaciones vertidas en el escrito de tres de octubre de dos mil veintitrés no fueron valoradas en su integridad en cuanto a su contenido y alcance, para determinar si tienen relación con los hechos detectados en la referida acta de inspección de treinta de septiembre de dos mil veintitrés y que del análisis a las mismas hubieren permitido determinar que eran suficientes para imponer o no la sanción determinada al aquí actor.

En las relatadas circunstancias es que resulta violatorio de los derechos humanos de audiencia, legalidad y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14, 16 y 17  Constitucionales y con las formalidades de fundamentación y motivación que se establecen en los numerales 164, fracciones V y VI, y 165, fracciones II y III, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; a virtud de que al momento de resolver el acta de inspección de treinta de septiembre de dos mil veintitrés, no se consideraron las manifestaciones ni las pruebas que se presentaron por el aquí actor durante ese procedimiento, en ejercicio de su garantía de audiencia; sino que por el contrario, la enjuiciada señaló que el inspeccionado fue omiso en presentar sus alegatos en los términos previstos por el artículo 36, fracción V, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, concatenado con el diverso numeral 202 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; lo que en la especie no aconteció, dado que se evidenció en la secuela procedimental, que el aquí accionante sí acudió a formular los alegatos respecto de la inspección que le fue realizada, de donde es evidente la infracción a los principios de congruencia y exhaustividad antes anotados.

En suma, resulta inconcuso que la autoridad demandada emitió una resolución carente de congruencia y exhaustividad, porque los motivos que expuso al señalar de forma ambigua y general como motivación de su acto, que el establecimiento visitado no formuló alegatos en los términos previstos por el artículo 36, fracción V, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí; afirmación que requiere necesariamente exista una valoración de las probanzas que fueron aportadas al procedimiento y una argumentación lógica jurídica de las circunstancias por las que se determine la procedencia e improcedencia de lo peticionado en dicha comparecencia; lo que genera que el acto controvertido, carezca de la fundamentación y motivación al emitirse por la demandada, conforme  a lo establecido en los artículos 14 y 16 Constitucionales. 

Tiene aplicación la Tesis de Jurisprudencia, Registro digital: 178783,  Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: 1a./J. 33/2005, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 2005, página 108, que dice: 

“CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN SENTENCIAS DICTADAS EN AMPARO CONTRA LEYES. ALCANCE DE ESTOS PRINCIPIOS. Los principios de congruencia y exhaustividad que rigen las sentencias en amparo contra leyes y que se desprenden de los artículos 77 y 78 de la Ley de Amparo, están referidos a que éstas no sólo sean congruentes consigo mismas, sino también con la litis y con la demanda de amparo, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omitir nada, ni añadir cuestiones no hechas valer, ni expresar consideraciones contrarias entre sí o con los puntos resolutivos, lo que obliga al juzgador, a pronunciarse sobre todas y cada una de las pretensiones de los quejosos, analizando, en su caso, la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los preceptos legales reclamados.”

(lo resaltado es nuestro)

Bajo ese contexto, resulta ilegal la resolución de diecinueve de octubre de dos mil veintitrés, ante la inobservancia de que fueron analizadas y valoradas las manifestaciones y pruebas que se ofertaron al procedimiento de inspección, por parte del aquí demandante, mismas que no fueron consideradas por la enjuiciada, lo que contraviene lo establecido en los artículos 14 y 16 Constitucional e incumple con elementos y forma para la exigencia del acto establecido que se establecen en los numerales 164, fracciones V y VI, y 165, fracciones II y III, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, según se razonó en párrafos que anteceden. 

Así las cosas, en la especie se actualizaron las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250, fracciones II, III y penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de donde es procedente decretar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, del acto administrativo impugnado, para que la autoridad demandada emita otra resolución, en la que, analice y valore con libertad de jurisdicción, cada uno de los argumentos y probanzas que fueron ofrecidas por el accionante, sin mayor limitación que ajustarse a los requisitos de la fundamentación y motivación, acorde a los principios de diversos principios de exhaustividad y congruencia, para el efecto de observar las garantías de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, previstos en los artículos 14, 16 y 17 de nuestra Carta Magna.
En ese sentido, con fundamento en lo establecido por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; se ordena a la autoridad demandada, emita con libertad de jurisdicción una nueva resolución  fundada y motivada atendiendo a los principios de referencia, a las manifestaciones planteadas por la  parte actora, atendiendo a los lineamientos que fueron reseñados  con anterioridad en este considerando; debiendo informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y, acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD de la resolución dictada el diecinueve de octubre de dos mil veintitrés por el Director General de Gobernación, mediante la cual se resuelve la orden de visita, inspección, vigilancia y verificación, así como el acta circunstanciada de inspección, vigilancia y verificación, ambas de número SGG/DGG-SA-OI-02-1110-2023 y se impone una multa de 30 Unidades de Medida y Actualización, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el último Considerando de la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Artículo 40 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.  


� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Registro digital: 166683, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa Tesis: I.7o.A. J/46, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Agosto de 2009, página 1342, Tipo: Jurisprudencia


� Artículo 7º, fracciones V y VI de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, en relación con el artículo 37, fracciones V, VI y VII del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno.


� Época: Décima Época, Registro: 2001825, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.), Página: 1326





